
 

 

 

Bogotá, D. C., 11 de junio de 2020 

 

Doctor: 
CARLOS ALBERTO CUENCA CHAUX 
Presidente  
Cámara de Representantes 
Ciudad 

 

Asunto: Proposición de modificación 

 

Respetado Señor Presidente:  

  

Con fundamento en lo contemplado en la ley 5ta de 1992 y normas concordantes, se 

presenta ante la Plenaria de la Cámara de Representantes, proposición de modificación 

del artículo 4° del Proyecto de Ley N° 164 de 2019 Cámara “Por medio del cual se 

establece la vinculación laboral preferente de la mano de obra local en las regiones y 

municipios donde se extraen recursos naturales no renovables y se dictan otras 

disposiciones”. 

 

El cual quedará así:  

 

Artículo 4º: Contratación Mano de Obra Local. Las personas jurídicas de derecho 
público y privado, dedicadas en Colombia a las actividades minero energéticas, en 
cualquiera de sus ramas, garantizarán que el cien por ciento (100%) como 
mínimo el ochenta por ciento (80%) de la mano de obra no calificada sea 
contratada por el operador o la empresa encargada de la explotación, producción de 
actividades minero energéticas, dando preferencia a la mano de obra local y de 

acuerdo con lo dispuesto en el parágrafo del presente artículo.  
 
[…] 

 

Elimínese el aparte tachado y adiciónese el aparte subrayado y en negrilla.  

 

Atentamente,  

 

 

JORGE MÉNDEZ HERNÁNDEZ 

Representante a la Cámara, Archipiélago de San Andrés, 

Providencia y Santa Catalina 

Partido Cambio Radical. 

 

 

 

 

 

 



 

 

Motivación 

 

El artículo 333 de la Constitución Política establece el derecho a la libertad de empresa 

en los siguientes términos:  

 

“ARTICULO 333. La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los 

límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni 

requisitos, sin autorización de la ley. 

 

La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades. 

 

La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. 

El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. 

 

El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad 

económica y evitará o controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su 

posición dominante en el mercado nacional. 

 

La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés 

social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación.” 

 

La corte Constitucional  se ha referido a este derecho en el siguiente sentido:  

 

“La Constitución Política reconoce la libertad económica y de empresa como 

pilares del modelo económico colombiano. En este sentido, según el artículo 

333, la actividad económica y la iniciativa privada son libres y se podrán ejercer 

sin que nadie pueda exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la 

ley. Lo anterior, por cuanto se trata de garantías indispensables para el logro 

del desarrollo económico y la prosperidad general. Esta libertad presupone la 

facultad que tiene toda persona de realizar actividades de carácter económico, 

según sus preferencias o habilidades, con el fin de crear, mantener o 

incrementar su patrimonio. Sin embargo, la libertad económica no es un 

derecho absoluto, pues en nuestro sistema constitucional tanto la propiedad 

como la empresa deben cumplir una función social que implica obligaciones. Por 

tal motivo, la misma Carta Política establece ciertos límites al ejercicio de la 

libertad económica y de empresa. Estas libertades deben ejercerse dentro de 

los límites del bien común y de conformidad con los alcances que fije la ley 

cuando así lo exijan el interés social, el ambiente, y el patrimonio cultural de la 

Nación.” 

 

Ello implica que no se puede cercenar totalmente la libertad económica de las 

empresas, pero estas tienen su límite en el bien común.  

 

Con el presente proyecto de ley se obliga a todas las empresas del sector minero 

energético  a contratar el 100% de sus empleados no calificados con los requisitos que 

en ella se establecen, es decir, no se le deja libertad a la empresa, por ello se propone 



 

que no sea el 100% de los trabajadores; sino, el 80%, así la empresa cede a los 

intereses sociales y del bien común, pero se deja un poco de libertad a la misma. 


